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No debemos negar, que en la actualidad la humanidad está viviendo un cambio universal de grandes magnitudes, que afecta ineludiblemente al sector económico, científico, social y cultural de todas y cada una de las sociedades tanto a nivel nacional como internacional, pero este cambio colectivo también trae aparejado el surgimiento de personas y grupos motivadas por la intolerancia que no aceptan la diversidad en ninguna de sus formas, realizando distinciones carecidas de justificación razonable fundados en motivos de raza, nacionalidad, situación socioeconómica, religión, orientación sexual, entre otros.

Nuestra Carta Fundamental es categórica en reafirmar que las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos, y que la finalidad del Estado es promover el bien común, por lo que todas las políticas públicas que se llevan a cabo deben ser orientadas a satisfacer este principio fundamental. Por otro lado, a nivel internacional, los Estados suscribientes de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, marcaron un hito histórico al comprometerse a reconocer y respetar la dignidad intrínseca y los derechos fundamentales de todos los seres humanos, entre los que se encuentra la no discriminación. Además se han celebrado una multiplicidad de convenios internacionales tendientes a dar protección a la persona humana en contra de cualquier forma de discriminación arbitraria, los cuales se destacan "La Convención Americana de los Derechos Humanos" o mas conocido como "Pacto de San José", la "Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial" o la "Convención Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes".

En el caso de nuestro país, a pesar de la existencia clara y precisa en nuestra constitución la proclividad a la no discriminación, se han promulgado diversas normas a nivel legal que buscan dar protección y tutelar jurídicamente el cumplimiento de este principio, se encuentra por ejemplo la Ley N° 19.284 a favor de los discapacitados o la reciente Ley N° 20.609 de antidiscriminación, mas conocida como la "Ley Zamudio".

La Ley antidiscriminación nos indica en aspectos generales que debe entenderse por discriminación arbitraria y el procedimiento judicial a llevar en caso que se produzcan estos actos. Debemos recordar que la discriminación solo es sancionada en el caso que sea de manera arbitraria, y se entiende por arbitraria en el momento que se realicen distinciones, exclusiones o restricciones que carezcan de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes. Se estima también que la discriminación es arbitraria cuando se funda en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el sexo, la orientación sexual, la identidad de género, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad.

Tomando en consideración los argumentos expuestos, históricamente podemos entender que se ha realizado un enorme esfuerzo tanto a nivel constitucional como legal con el fin de terminar definitivamente con cualquier hecho o acto de discriminación arbitraria realizado ya sea por agentes del Estado o particulares, pero aun queda por hacer mas, en entonces, donde surge la idea fuerza de sancionar de manera férrea y definitiva a las instituciones de educación superior que promuevan este tipo de actividades cancelándoles el reconocimiento oficial del Estado y demostrar a la ciudadanía una clara señal de que se esta en contra de cualquier tipo de discriminación arbitraria.

La Ley N° , establece la facultad del Ministerio de Educación por decreto supremo fundado, previo acuerdo del Consejo Superior de Educación de cancelar la personalidad jurídica y revocar el reconocimiento oficial a una universidad, instituto profesional o centro de formación técnica en caso que incumpla gravemente a sus objetivos estatutarios, o si realizare actividades contrarias a la moral, al orden público, a las buenas costumbres y a la seguridad nacional. Sin embargo, los parlamentarios firmantes del proyecto de ley consideramos necesario también incluir dentro de las causales de cancelación y revocación, la promoción o realización de actividades que sean discriminatorias arbitrariamente con el fin de demostrar, potenciar y generar las instancias de respeto y tolerancia que se debe tener en la comunidad educativa.

PROYECTO DE LEY

Artículo único.- Modifíquese los siguientes artículos de la Ley N0 20370, General de Educación:

1.- En el artículo 640 agréguese una nueva letra e) de la siguiente forma: 
e) Si realizare actividades incentivadoras a la discriminación arbitraria.

2.- En el artículo 74° agréguese una nueva letra e) de la siguiente forma: 
e) Si realizare actividades incentivadoras a la discriminación arbitraria.

3.- En el artículo 810 agréguese una nueva letra e) de la siguiente forma: 
e) Si realizare actividades incentivadoras a la discriminación arbitraria.






















